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León, Guanajuato, a 4 cuatro de junio del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 051/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo interpuesto por el ciudadano FRANCISCO JOSÉ POSADA FERNÁNDEZ, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada “PEGASO PCS” SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra del Tesorero Municipal, de la Directora General de Ingresos, del Director de Ejecución de la Tesorería Municipal y del Ministro Ejecutor Anselmo T.R., todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano FRANCISCO JOSÉ POSADA FERNÁNDEZ, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “PEGASO PCS”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE; personalidad que acredita con el Testimonio de la Escritura Pública número 133,986, ciento treinta y tres mil novecientos ochenta y seis, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2008, dos mil ocho, otorgada ante la fe del Licenciado Cecilio González Márquez, titular de la Notaria Pública número 151 ciento cincuenta y uno, del Distrito Federal, a través de la cual en la cláusula primera se le otorga poder general para pleitos y cobranzas a Francisco José Posada Fernández, con todas las atribuciones que en esos casos determina el primer párrafo del artículo 2554 del Código Civil para el Distrito Federal y sus correlativo de los Códigos Civiles de los demás Estados de la República Mexicana. 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, toda vez que los actos administrativos no afectan el interés jurídico del actor, ya que la Directora de Ingresos aduce que el citatorio impugnado no lo afecta y este órgano de Control de Legalidad, de oficio determina que el mandamiento de ejecución impugnado, no afecta el interés jurídico de la persona moral actora, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . 
En principio, el artículo 206-A, Párrafo Segundo, de la reformada Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé la impugnación de los actos o resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y las Dependencias y Entidades de la Administración Pública; y en segundo lugar el artículo 251 párrafo primero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo las personas que tienen interés jurídico, puede intervenir en el proceso administrativo; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales cuando afecten intereses de los particulares. 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . ”

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:”
Los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del juicio de nulidad exigen como requisitos sine qua non que el actor tenga un interés jurídico y que acredite la afectación que sufre en su esfera de derechos. Para efectos del proceso administrativo el interés jurídico es reputado como un derecho subjetivo de carácter administrativo reconocido o protegido a favor del particular por un precepto jurídico; y,  por su parte, la Suprema Corta de Justicia de la Nación y la doctrina han sostenido que el derecho subjetivo supone la existencia de dos elementos: una facultad de exigir y una obligación correlativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esta tesitura, para la procedencia de este proceso administrativo es menester que la parte actora acredite que tiene derechos subjetivos de carácter administrativo, protegidos a su favor, por un precepto jurídico de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y que éstos se encuentren acreditados en autos. Sin embargo, en el caso que nos ocupa, la persona moral “Pegaso PCS”, Sociedad Anónima de Capital Variable, no acredita su interés jurídico, por dos razones a saber: a).- El mandamiento de embargo con número de crédito 0711592 de fecha 12 doce de enero del año 2009, dos mil nueve, está dirigido al ciudadano Juan Antonio Longoria y el citatorio de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, a “Telefonía Móviles”, de ahí que los destinatario de cada uno de los actos no son la misma persona; y, b).- La parte actora omitió aportar elementos convictivos para acreditar que el ciudadano Juan Antonio Longoria, tiene el carácter de representante legal, o bien, que tiene una relación o vínculo jurídico con la impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A mayor abundamiento, los actos emitidos por las autoridades fiscales, van dirigidos uno a Juan Antonio Longoria y otro a "Telefonía Móviles", por lo que surten sus efectos y consecuencias jurídicas frente a dichas personas y respecto a la persona moral “Pegaso PCS”, Sociedad Anónima de Capital Variable, estos actos no crean, declaran, reconocen, transmiten, modifican o extinguen una situación individual y concreta; luego entonces, si los actos no están dirigidos a la actora ésta carece de interés jurídico, por tanto, no resiente ningún perjuicio de manera directa en su esfera jurídica y no está en aptitud de solicitar la nulidad de los referidos actos fiscales impugnados, por lo que resulta improcedente este proceso administrativo, al configurarse la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y con fundamento en la fracción II del artículo 262 del citado Código, es procedente declarar el sobreseimiento del presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, este Órgano de Control de la legalidad de oficio determina que respecto a la multa impugnada, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que de las constancias que obran en esta causa se advierte que la actora no aportó ninguno documento en el que conste una multa emitida a su nombre, ni ofreció medio de prueba alguno tendente a demostrar su existencia, amén de que tampoco obra elemento convictivo que demuestre que se le haya aplicado alguna multa a la persona moral “Pegaso PCS”, Sociedad Anónima de Capital Variable, por ende, si no esta demostrada su existencia, resulta improcedente el proceso administrativo y es procedente declarar el sobreseimiento de este proceso, conforme a lo dispuesto por la fracción II del  artículo 262 del citado Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos  206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 7 siete tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

